
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

“AÑO DE LA INVERSIÓN PARA EL DESARROLLO RURAL Y LA SEGURIDAD ALIMENTARIA”  

 

NUESTROS MÁS SINCEROS SALUDOS A LOS SEÑORES 
MAGISTRADOS Y SERVIDORES JUDICIALES POR SU ONOMASTICO: 

10 JUNIO: ALEJANDRO MANUEL AQUIJE OROSCO 

10 JUNIO: LEODAN CRISTOBAL AYALA 

11 JUNIO: DIANA CAROLINA MUÑOZ HUAYANCA  

11 JUNIO: LEONOR ISABEL RAMOS CARHUAYO 

12 JUNIO: EMMA SUJEY CAMPOS ORMEÑO 

12 JUNIO: JULIO ARMANDO ZUAZO CORDOVA 

13 JUNIO: FANNY MARIELLA LOPEZ MAYURI 

13 JUNIO: YENIFER ROSARELA SANDOVAL ACOSTA 

13 JUNIO: JOSE ANTONIO SENDER RUEDA 

13 JUNIO: FREDDY JESUS TORRES MORON 

14 JUNIO: ESPERANZA QUISPE CURI 

14 JUNIO: ANGEL AUGUSTO SALAS TORRES 

16 JUNIO: SERGIO LUIS ARENAS CANALES 

16 JUNIO: LUIS ARTURO LA ROSA GUERRERO 

16 JUNIO: CARLOS MANUEL VALDEZ CAHUA 
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Asesino confeso del fotógrafo Luis Choy y sus cómplices 
fugaron esta tarde 

Lindomar Hernández Jiménez, alias ‘Puerto Rico’, escapó de la sala de audiencias ubicada al lado del penal de 
Lurigancho con Edgar Lucano Rojas y Segundo Vargas Moyano, así como con otros dos delincuentes 

 

El sicario Lindomar Hernández Jiménez, alias ‘Puerto Rico’, quien asesinó de tres balazos al 
fotógrafo Luis Choy el pasado 23 de febrero, en Pueblo Libre, fugó esta tarde, 
aparentemente, durante un descuido de los agentes policiales que lo custodiaban en la sala 
de audiencias situada al lado del penal de Lurigancho. 

Con “Puerto Rico” escaparon Edgar Eduardo Lucano Rojas, hampón al que le fue incautada el 
arma de 9 milímetros utilizada para ultimar al periodista, y Segundo Vargas Moyano, 
colombiano también implicado en el crimen. Además huyeron otros dos delincuentes 
identificados como Giancarlo Zegarra Cuadros y Carlos Timaná Copara. 

Los involucrados en el homicidio de Choy fueron trasladados desde el penal de Piedras 
Gordas 1 hasta la citada sala de audiencias, a pedido del 34 Juzgado Penal de Lima que 
requería sus manifestaciones. Estos junto con Zegarra y Timaná habrían estado en el 
segundo piso de la sala antes de salir sigilosamente por la puerta principal. Todo hace indicar 
que no se realizó ningún disparo en momentos de la fuga, aproximadamente a las 2:00 p.m. 

 

http://elcomercio.pe/actualidad/1548482/noticia-caso-luis-choy-policia-presento-asesino-confeso-periodista-grafico
http://elcomercio.pe/tag/426440/luis-choy


Pedido de facultades para investigar a 
Toledo se debatirá en el pleno 

De esta manera, se dejó sin efecto el acuerdo que adoptó ayer el Consejo Directivo en 
el sentido de archivar la solicitud hecha por Fiscalización 

 

El pleno del Congreso aprobó esta tarde por mayoría debatir la moción para 
conceder facultades especiales a la Comisión de Fiscalización a fin de que se 
indague si el ex presidente Alejandro Toledo participó en las millonarias 
operaciones inmobiliarias de su suegra, Eva Fernenbug.  

De esta manera, se dejó sin efecto el acuerdo que adoptó ayer el Consejo 
Directivo en el sentido de archivar la solicitud hecha por el grupo, que preside el 
legislador de Solidaridad Nacional Gustavo Rondón.  

“Esta es una oportunidad magnífica para buscar la claridad correspondiente. Se 
va a investigar sin apasionamientos partidarios”, manifestó Rondón.  

El congresista indicó que espera que el debate del pedido de facultades 
especiales no se dilate más y se analice hoy mismo en el pleno. “Yo espero que 
se ratifique esta moción (…) Lo importante es que se apruebe hoy para 
comenzar las indagaciones a otro nivel”, añadió.  

Explicó que si el pleno le da calidad de comisión investigadora a Fiscalización, 
sus integrantes podrán tener acceso al secreto bancario, reserva tributaria y 
movimientos migratorios del ex presidente Toledo.  

Además, señaló que podrán citar de grado o fuerza al líder de Perú Posible en 
caso ser necesario.  

El debate de la moción se realizaría mañana, porque esta tarde acudirán al 
Parlamento las ministras de la Mujer, Ana Jara, y de Salud, Midori de Habich.  

http://elcomercio.pe/actualidad/1589177/noticia-congreso-decidio-no-investigar-alejandro-toledo
http://elcomercio.pe/tag/375326/congreso-de-la-republica
http://elcomercio.pe/tag/71168/comision-de-fiscalizacion
http://elcomercio.pe/tag/799/alejandro-toledo
http://elcomercio.pe/actualidad/1589177/noticia-congreso-decidio-no-investigar-alejandro-toledo
http://elcomercio.pe/tag/354012/gustavo-rondon


 

Presentan moción para interpelar a ministro Pedraza 

 

Legisladores de diversas bancadas presentaron una moción para interpelar al ministro del 

Interior, Wilfredo Pedraza, a fin de que acuda al Pleno del Congreso y responda sobre el 

presunto reglaje por parte del Gobierno a través de su sector a exministros y 

periodistas. 

 

Al menos 37 congresistas, entre ellos Mauricio Mulder, Javier Velásquez Quesquén, Alejandro 

Aguinaga, Lourdes Alcorta, Javier Bedoya, Carlos Bruce, Cecilia Chacón, Kenji Fujimori, 

Octavio Salazar, Yehude Simon, Carlos Tubino y Michael Urtecho, suscribieron dicha moción. 

 

Los parlamentarios firmantes presentaron el documento al área de Trámite Documentario del 

Congreso. Cabe precisar que la moción de orden del día, contiene un pliego 

interpelatorio de 32 preguntas. 

 

Días atrás Pedraza aseguró que el gobierno central y Ministerio del Interior no promueven 

ningún tipo de seguimiento. "Mi historia de vida hace incompatible prácticas montesinistas 

como el seguimiento a opositores", indicó en su momento. 

 

Sin embargo, no supo explicar qué hacía una agente de la dirección de Organización Política 

de la Policía Nacional del Perú, supuestamente investigando un tema de drogas, entre otros 

aspectos. 

 

Una de las preguntas que se le haría al ministro es si ¿existe un plan operativo e inteligencia 

que detalla el tipo de acciones a realizar? 
 

 



 

Política | Junio 12, 2013  

Desestiman querella presentada por Alan García contra director de diario16 

 

El juez del Noveno Juzgado Penal de Reos Libres de Lima, Rómulo Chira Cabezas, 
declaró improcedente la querella presentada por el expresidente Alan García Pérez 
contra el director de diario16 y periodista Fernando Valencia, por el supuesto delito de 
difamación agravada. 
  
Este dictamen fue notificado ayer al defensor de nuestro director y abogado del IDL, 
Carlos Rivera, pero fue emitido el último 25 de mayo. En su resolución, el magistrado 
considera que tanto en la carátula como en el contenido noticioso de nuestra 
publicación, del 1 de marzo de 2013, no existe ánimo de mancillar el honor y la 

reputación del líder aprista, y mucho menos presentar una opinión personal del 
querellado. 
  
“Es de apreciarse que la noticia propalada por diario 16 y según se tiene de la carátula 
del mismo, no habría sido emitida en mérito a una juicio de valor por el denunciado, 
conforme se refiere al titular “Humala arremete contra el gobierno aprista: ladrones a 
la cárcel y no en el poder. Presidente critica obras inconclusas dejadas por la gestión 
de Alan García – Insta a los pobladores a denunciar…” apareciendo la foto del 
querellante, del presidente actual y que a mayor abundamiento se tiene que de la 
página número 4 del mismo diario se acompaña como anexo en la presente denuncia 
y glosa a folios siete que aparece el siguiente contenido: El presidente Ollanta 
Humala…”, resuelve el juzgado. 
  
En su querella, García afirmaba textualmente que la carátula publicada en marzo por 
diario16: “es totalmente difamatoria porque ataca mi honor y reputación, agravio 



extendido a toda mi familia que en mí tiene el concepto de buen padre, ciudadano 
decente, intelectual brillante”. 
  
Sin embargo, Chira establece que “(…) no se aprecia nítidamente que se adecúe dicho 
comportamiento a la conducta reprimida en la tercera parte del artículo 132º del 
Código Penal”, es decir, que no existe –por parte de Valencia Osorio– la conciencia y 
voluntad de dañar el honor o reputación de García Pérez. 
  
Respeto a la libertad de información 
  
El juez Rómulo Chira remarcó que el director de diario16, Fernando Valencia, solo 
“(…) se había limitado a efectuar publicaciones, informando sobre denuncias y hechos 
revelados por una tercera persona”, en este caso, tomando y reproduciendo las 
declaraciones del jefe de Estado, Ollanta Humala Tasso. 
  
Explicó que las palabras del presidente de la República “en algunos casos están 
referidas a formular críticas a determinadas acciones del denunciante (Alan García), en 
relación a la coyuntura política y social del momento”, las mismas que se encuentran 
bajo el amparo de la libertad de información, contenida en el artículo 2, inciso 4 de la 
Constitución Política, y que es entendida “como una garantía constitucional del 
sistema democrático”. 
  
Sobre este punto, el abogado de IDL, Carlos Rivera, detalló que el juzgado también 
tomó en cuenta un acuerdo plenario de la Corte Suprema (03-2006), en el que 
justamente se señala que en los casos de personas que se desempeñaron o trabajan 
como funcionarios, existe una mayor permisibilidad a que sean fiscalizados o criticados 
en sus labores. Esto dejaría prácticamente sin piso la querella de Alan. 
  
“Con esta doctrina de la corte, el señor García debe ser conciente que su gestión 
como autoridad, a diferencia de particulares, está sometida a la crítica pública de los 
medios de comunicación. En este caso, las declaraciones del presidente Ollanta 

Humala fueron recogidas por diario16, las mismas que cuestionan algunos aspectos de 
su gestión. Fue así que el juez determina que el director del medio no ha tratado de 
atentar contra el honor del expresidente”, aseveró. 
  
Cabe recordar que el líder del Partido Aprista inició esta querella contra Fernando 
Valencia porque, a su criterio, la carátula de la primera página de diario16, en la fecha 
indicada, fue elaborada “en forma perversa para menoscabar su honor y buena 
reputación”. 
  
EL DATO 
  
El expresidente Alan García apeló el valiente fallo del juez Rómulo Chira, por lo que el 
caso será visto en la Cuarta Sala Penal de Reos Libres de Lima. 
  

 



Política | Junio 12, 2013  

Malzon Urbina amenaza con incursionar en la política 

 

Aparentemente, el protagonismo que ha obtenido Malzon Urbina por el polémico 
fallo sobre La Parada será utilizado como trampolín para ingresar a la vida 
política y tentar una curul en el Congreso.  
 

Ayer, a su salida del Consejo Nacional de la Magistratura (CNM), premonizó que 
será destituido definitivamente del cargo de titular del Quincuagésimo Sexto 
Juzgado Penal de Lima, por lo que no descarta postular al Parlamento o a la 
alcaldía de Lima porque, según dijo, tiene el “cariño popular” de los ciudadanos 
que lo reconocen cada vez que camina por las calles de la ciudad. 
  
“Ustedes no tienen ni idea del cariño de la gente, no se puede describir, es 
incalculable (…) Cuando voy por la Av. Abancay o camino por Azángaro la gente 
me pasa la voz y me dice, ‘doctor Urbina, si en el Poder Judicial no lo quieren, 
nosotros lo llevamos al Congreso’”, aseguró el controvertido magistrado. 
  
Aunque aún no ha decidido con qué agrupación política postulará a las próximas 
elecciones del 2014 o 2016, Malzon Urbina se mostró confiado en obtener un 
resultado positivo debido a que se considera un personaje “famoso”. 
  
Vuelve el Quijote 
  
“Mientras más demoren, mejor para mí”, fue lo que señaló Urbina a su llegada a 
la CNM, al promediar las 10:30 de la mañana, para dar su alegato final sobre el 
recurso extraordinario que presentó para anular su destitución al cargo de juez. 



  
Durante su discurso de 10 minutos, el magistrado volvió a citar a los personajes 
de “Don Quijote de la Mancha”, y afirmó que su no ratificación es por el caso La 
Parada. Sin embargo, los magistrados desmintieron lo dicho por Urbina y 
explicaron que el fallo a favor de los mayoristas informales no ha sido tomado 
en cuenta en el proceso. 
  
“Se me ha criticado hasta el hartazgo por intereses creados (…) Además de 
haber empleado a Sancho Panza y la literatura del Quijote para graficar en qué 
nos movemos. Ni siquiera lo han leído, no saben de qué se trata”, afirmó. 
  
Contra Paz de la Barra 
  
Por momentos, Urbina olvidó que estaba en la CNM. Pidió que el magistrado 
Vladimir Paz de la Barra no vote en la decisión de su ratificación, porque ha sido 
su compañero de aula y aseguró que su estudio de abogado “Paz de la Barra” 
tiene un proceso en el juzgado que dirigió el año pasado. 
  
“Tengo absoluta razón, el doctor Paz de la Barra tiene un proceso en mi juzgado 
que no se ha ejecutado exitosamente por razones ajenas a nosotros (…) Pensé 
que se estaba inhibiendo del proceso, porque había una fotografía de ambos 
que se puede prestar a suspicacias”, puntualizó Urbina. 
  
EL DATO: 
  
Según fuentes de la CNM, la ratificación o destitución de Malzon Urbina se 
decidirá el próximo lunes 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 



 

 

AFIRMA PRESIDENTE HUMALA AL REUNIRSE CON OBAMA 

“Perú es para Estados Unidos un socio con el 
cual se puede trabajar” 
Gobernantes acuerdan fortalecer alianza “estratégica” en lucha antidrogas y ampliar programas bilaterales. 

Tras la reunión en el Despacho Oval de la Casa Blanca, el presidente de la 
República, Ollanta Humala Tasso, expresó su convicción de que durante la 
administración de su homólogo estadounidense, Barack Obama, la lucha contra 
las drogas en el Perú mejorará cuantitativa y cualitativamente. 
 

En la reunión de trabajo sostenida por algo más de una hora con Obama, 
precisó que la lucha contra el narcotráfico no ha sido el único tema de diálogo 
entre ellos, pues también hablaron sobre educación, ciencia y tecnología. 
 

En ese sentido, expresó su interés por avanzar en programas de intercambio de 
becas, tanto con su gobierno como con los diferentes estados a fin de brindarles 
más oportunidades a los jóvenes. 
 

Humala Tasso destacó que ha encontrado en el gobierno del presidente Obama 
una “disposición abierta” para tocar todos los temas, que permitan profundizar 
la relación estratégica que mantienen ambos países. 
 

“Coincidimos plenamente en la importancia del fortalecimiento de la 
democracia, el respeto de los derechos humanos y en que las economías 
abiertas mejoran el intercambio comercial y ayudan al crecimiento y el 
desarrollo”, apuntó el Dignatario peruano. 
 

Crecimiento y confianza 
 

En otro momento, Humala señaló que “el Perú es para Estados Unidos un socio 
con el cual se puede trabajar, porque mantiene un crecimiento económico muy 



importante y genera confianza dentro de un orden jurídico que protege las 
inversiones”. 
 
Refirió que su presencia en Estados Unidos es una muestra de su voluntad de 
fortalecer las relaciones con ese país. 
 

Por último, el Jefe del Estado invitó a su homólogo estadounidense a visitar el 
Perú, haciendo un espacio en su apretada agenda de trabajo. 
 

Obama fue el primero en tomar la palabra al terminar el encuentro y señaló: “el 
Perú es uno de nuestros socios más firmes y confiables en el hemisferio”. 
Además, felicitó al presidente Humala por lograr importantes tasas de 
crecimiento en el Perú, sobre todo con amplia base e inclusión, lo que ha 
llevado, dijo, a obtener menor pobreza y desigualdad en el país. 
 

Destacó que Estados Unidos tiene con el Perú una fuerte relación comercial, 
cooperación en una amplia gama de temas, como la seguridad, al igual que 
esfuerzos unificados en el combate contra las drogas. 
 

En otro momento, indicó que ambos gobernantes acordaron ampliar los 
programas bilaterales y que se tiene una serie de iniciativas para ello, como el 
programa Firmes en las Américas, para el intercambio estudiantil bilateral, entre 
otros.  
 

Obama subrayó que el estado general de las relaciones bilaterales con el Perú 
es sumamente fuerte y lo será mucho más con las iniciativas que se han 
discutido. 
  

Lucha antinarcóticos  
 

Sobre el tema de la lucha antidrogas, el presidente Obama reafirmó el 
compromiso de su país para asociarse con el Perú en el combate a la producción 
y el tráfico de narcóticos ilícitos, a través de una estrategia de desarrollo 
alternativo. 
 

De acuerdo con el pronunciamiento emitido tras el encuentro del presidente 
Ollanta Humala con su homólogo estadounidense, el Dignatario peruano saludó 
que Obama anunciara la intención de incrementar la asistencia de su país en 
más de 20 millones de dólares. Ese monto apoyará la implementación de la 
estrategia antinarcóticos del Perú, según el documento emitido tras la reunión. 
 

Los dos líderes destacaron las iniciativas conjuntas emprendidas para reducir la 
producción de cocaína y avanzar más activamente en una estrategia de 
desarrollo alternativo, inclusivo y sostenible en las regiones cocaleras, 
destacando los éxitos obtenidos con el cacao y el café. 
 



Seguridad y DD HH 
 
Los líderes del Perú y Estados Unidos resaltaron, en un pronunciamiento, las 
acciones para investigar y enjuiciar a las organizaciones delictivas organizadas; 
apoyar la transición del Perú a un nuevo código de procedimientos penales, y 
garantizar un fortalecimiento de la cooperación en la lucha contra el lavado de 
dinero y los delitos financieros. 
 

Reiteraron, además, el interés compartido de ampliar la seguridad ciudadana, 
destacando la importancia de fortalecer las instituciones que permitan fortalecer 
el estado de derecho, proteger los derechos humanos y mejorar la seguridad 
pública en el largo plazo. A su vez, el presidente Obama expresó su 
reconocimiento por la participación del Perú en la Misión de Estabilización de NN 
UU en Haití, donde las fuerzas de mantenimiento de la paz peruanas se han 
desplegado continuamente desde el establecimiento de la misión en 2004. 
 

Medioambiente 
 

Sobre el tema de ciencia y medioambiente, ambas naciones decidieron trabajar 
juntas para enfrentar el impacto del cambio climático global. 
 

Recibieron con beneplácito, en tal sentido, la firma de un memorando de 
entendimiento que establece medidas para mejorar la capacidad del Perú de 
diseñar y aplicar una Estrategia de Desarrollo con Bajas Emisiones. 
 

El diseño y la aplicación de la estrategia permitirán a Estados Unidos y al Perú 
trabajar juntos para reducir las emisiones de gases de efecto invernadero. 
 

Los dos países se proponen, asimismo, promover energías limpias y seguridad 
energética en todo el Perú bajo los auspicios de la Alianza de Energía y Clima de 
las Américas y la iniciativa Conectando a las Américas 2022. 
 

Ambos dignatarios se comprometieron, además, a trabajar juntos para un 
exitoso resultado de las negociaciones sobre el cambio climático. 
 

Novedades 
 

Estados Unidos y el Perú también expresaron su complacencia por la firma del 
Acuerdo sobre la Iniciativa Megapuertos, a fin de dar inicio a un esfuerzo 
cooperativo destinado a detectar, prevenir y combatir el tráfico ilícito de 
material nuclear y otros elementos radiactivos. 

Publicado: 12/06/2013 

 

 

 



 

 

Jefe del Estado recuerda que caso Toledo es investigado por el Ministerio Público 

18:02 Presidente Humala: no estamos “blindando” a nadie  
   

Washington, jun. 12 (ANDINA). El Presidente de la República, Ollanta 
Humala Tasso, descartó hoy que su gobierno pretenda promover un “blindaje” a 
favor del ex jefe del Estado Alejandro Toledo Manrique, para evitar que sea 
investigado por las compras inmobiliarias de su suegra. 
 
Respecto a la decisión del Consejo Directivo del Parlamento de archivar el 
pedido para otorgar facultades especiales a la Comisión de Fiscalización a fin de 
indagar en este tema, el Jefe del Estado explicó que Toledo actualmente ya es 
investigado en el Ministerio Público. 
 
Apuntó que esa instancia deberá definir en los próximos días si presenta una 
denuncia ante el Poder Judicial por las presuntas irregularidades cometidas en la 
adquisición de una vivienda y una oficina en Surco, por más de cinco millones 
de dólares. 
 
En ese marco, el presidente Humala subrayó que su gobierno considera que no 
pueden haber “instancias paralelas” de investigación, las cuales incluso podrían 
tener una carga política. 
 
“Debe quedar claro que no estamos blindando a nadie. Toledo tiene una 
investigación en el Ministerio Público, eso pasará al Poder Judicial a través de 
una denuncia y será el Poder Judicial el que tomará la decisión de admitirla o no 
(…). Lo que creemos es que no puede haber un tema de instancias paralelas y 
más aún cuando se trata de llevar las cosas por el lado de politizar un tema”, 
declaró a CNN en Español. 
 
Recordó que el propio Toledo ya está asumiendo sus responsabilidades e indicó 
que deberá aclarar ante la opinión pública si las acusaciones de presuntas 
irregularidades en las compras inmobiliarias tienen sustento. 
 
El presidente Humala recordó que todas las personas que ejercen la política o 
tienen aspiraciones políticas están obligadas a someterse al escrutinio público y 
al de las instancias correspondientes, a fin de garantizar la transparencia de su 
conducta. 
Fecha: 12/06/2013 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 



 



 



 



 

SENTENCIA EMITIDA EN EL EXPEDIENTE N° 05287-2008-PA/TC (04/09/2009). 

  

Represión de actos lesivos homogéneos 

  
 

La represión de actos lesivos homogéneos es un mecanismo de protección judicial de derechos 
fundamentales frente a actos que presentan características similares a aquellos que han sido 
considerados en una sentencia previa como contrarios a tales derechos. En este sentido, lo 
resuelto en un proceso constitucional de tutela de derechos fundamentales no agota sus 
efectos con el cumplimiento de lo dispuesto en la sentencia respectiva, sino que se extiende 
hacia el futuro, en la perspectiva de garantizar que no se vuelva a cometer una afectación 
similar del mismo derecho. 

 

 

EXP. N.° 05287-2008-PA/TC 
LIMA 
MARIO LOVÓN RUIZ-CARO 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

En Lima, a los 4 días del mes de setiembre de 2009, el Tribunal Constitucional, en sesión de 

Pleno Jurisdiccional, con la asistencia de los magistrados Mesía Ramírez, Vergara Gotelli, Landa 

Arroyo, Beaumont Callirgos, Calle Hayen, Eto Cruz y Álvarez Miranda, pronunica la siguiente 

sentencia, con el fundamento de voto del magistrado Vergara Gotelli 

ASUNTO 

El recurso de agravio constitucional interpuesto por Mario Lovón Ruiz-Caro contra la 

resolución expedida por la Tercera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima, que declaró 

infundado su pedido de represión de actos lesivos homogéneos; y 

ANTECEDENTES 

1. Proceso de amparo 

1.1 Demanda 

El 2 de febrero de 2004 Mario Lovón Ruiz-Caro interpone demanda de amparo contra el Ministerio de 

Relaciones Exteriores, con el fin de que se declare inaplicable a su caso el párrafo final del artículo 13º 

de la Ley Nº 28901 (Ley del Servicio Diplomático), por considerarlo discriminatorio. El texto de este 

artículo es el siguiente: 

 



“Los miembros del Servicio Diplomático en situación de actividad al cumplir los 65 años de edad 

pasarán a formar parte del Cuadro Especial. Aquellos funcionarios que se encuentren prestando 

servicios en el exterior al cumplir dicha edad serán trasladados a la Cancillería como asesores y sólo 

podrán ser nombrados como jefes de Misión Diplomática en el exterior en casos excepcionales, en 

consideración a exigencias de interés nacional. Las características del Cuadro Especial serán 

especificadas en el Reglamento de la presente Ley”. 

De acuerdo con el demandante, esta norma establecía una discriminación en razón de la edad y, por lo 

tanto, constituía una amenaza a su derecho a la igualdad reconocido en la Constitución. En su caso 

concreto, la aplicación de esta norma iba a implicar que tuviese que dejar su cargo de Cónsul General 

del Perú en Hamburgo. 

Con posterioridad a la presentación de la demanda, se expidió la Resolución Ministerial N.º 254/RE, 

del 13 de abril del 2004, mediante la cual se dispuso que Mario Lovón Ruiz-Caro pase a formar parte 

del Cuadro Especial en el Escalafón del Servicio Diplomático de la República. 

1.2 Resolución de primer grado 

Mediante sentencia del 28 de octubre de 2004, la jueza del Cuarto Juzgado Civil de Lima declaró 

infundada la demanda. En el fallo respectivo analizó la teoría de los derechos adquiridos y concluyó 

que “no se puede pretender desconocer la vigencia de las normas que rigen el Servicio Diplomático y 

solicitar a través del Órgano Jurisdiccional una permanencia que por Ley vigente a la fecha está 

proscrita, lo que no quiere decir de ninguna manera que se atente contra los derechos constitucionales 

ni contra normas afines en los que el Estado peruano es parte; pretender lo contrario, implicaría un 

desconocimiento arbitrario de la misma, lo que no se ajusta a un  Estado de Derecho”. 

1.3 Resolución de segundo grado 

Mediante sentencia del 13 de marzo de 2006, la Tercera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de 

Lima revocó la sentencia de primer grado y declaró fundada en parte la demanda, estableciendo lo 

siguiente respecto al derecho afectado: 

“INAPLICABLE al actor el último párrafo del artículo 13º de la Ley N.º 28901, por ende con 

derecho a desempeñar funciones como miembro activo del Servicio diplomático en cualquier 

dependencia de la Cancillería o en el exterior en similares condiciones que sus pares sin restricción 

por razón de la edad”. 

1.4 Cumplimiento de sentencia 

Mediante Resolución Ministerial del 4 de mayo de 2006, el Ministerio de Relaciones Exteriores dio 

cumplimiento a la sentencia emitida en el proceso de amparo. En ese sentido declaró inaplicable al 

demandante el último párrafo del artículo 13º de la Ley N.º 28901 y dispuso dejar sin efecto la 

Resolución Ministerial N.º 254/RE, del 13 de abril del 2004, por medio de la cual el demandante pasó a 

formar parte del Cuadro Especial en el Escalafón del Servicio Diplomático del país. 

2. Pedido de represión de actos lesivos homogéneos 

2.1 Solicitud 

Con fecha 18 de diciembre de 2006 don Mario Lovón Ruiz-Caro presentó un pedido de represión de 

actos lesivos homogéneos, en virtud de lo dispuesto en el artículo 60º del Código Procesal 

Constitucional.  



En su pedido señaló que el Ministerio de Relaciones Exteriores había expedido la Resolución 

Ministerial N.º 3912, de fecha 14 de diciembre de 2006, por medio de la cual puso término a su 

nombramiento -al interior de la Cancillería- como Director General  de Derechos de los Peruanos en el 

Exterior y lo nombró Director de Tratados. Manifiesta que este cambio, de Director General a Director, 

resulta “discriminatorio y abusivo, sustancialmente homogéneo, que sobrevive al declarado lesivo en el 

proceso de amparo”, por lo que solicita la aplicación del artículo 60º del Código Procesal 

Constitucional y, en consecuencia, se ordene que se le nombre en un cargo de acuerdo con su categoría. 

2.2. Contestación del pedido de represión de actos lesivos homogéneos 

El 12 de enero de 2007, la Procuraduría Pública del Ministerio de Relaciones Exteriores presenta su 

escrito de contestación del pedido de represión de actos lesivos homogéneos. Entre otros argumentos, 

señala que el proceso de amparo fue interpuesto contra una norma legal (parte final del artículo 13º de 

la Ley N.º 28901), la cual fue considerada discriminatoria por la Tercera Sala Civil de la Corte Superior 

de Justicia de Lima; mientras que el pedido de represión de actos homogéneos se dirige contra un acto 

administrativo concreto del Ministerio de Relaciones Exteriores, que no guarda relación con el 

contenido del citado artículo 13º de la Ley N.º 28901, sino más bien con el artículo 63º del Reglamento 

de esta ley, que precisa la relación de cargos en que pueden desempeñar sus funciones los miembros 

del Servicio Diplomático. 

2.3. Resolución de primer grado 

Mediante resolución del 6 de julio de 2007, el Cuarto Juzgado Especializado Civil de Lima declaró 

infundado el pedido de represión de actos lesivos homogéneos por considerar que de conformidad con 

el Reglamento de la Ley N.º 28901, sí cabía nombrar al recurrente como Director de Tratados; y en 

todo caso, si lo que se buscaba era cuestionar el artículo 63º del mencionado Reglamento, correspondía 

dar inicio a un nuevo proceso judicial. 

2.4. Resolución de segundo grado 

Mediante resolución del 18 de enero de 2008, la Tercera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de 

Lima confirmó la resolución de primer grado sobre el pedido de represión de actos lesivos 

homogéneos. A su consideración, no resultaban estimables los argumentos del recurrente, “más aún si 

la sentencia de vista, materia de ejecución, no se ha pronunciado respecto del nombramiento del 

recurrente en un cargo de Director que supuestamente sería inferior al que venía desempeñándose y que 

no correspondería a su categoría de embajador; ni tampoco, si existe o no vulneración del artículo 9º de 

la Ley del Servicio Diplomático y su Reglamento por tal designación; es decir, el supuesto nuevo acto 

violatorio sustancialmente homogéneo no se sustenta en la inaplicación del artículo 13º de la Ley N.º 

28901, referido a la designación en el cargo por razón de la edad, sino por otros motivos distintos; por 

último, tampoco se determinó si el cargo de Director no puede ser asumido por quien ha ejercido el 

cargo de embajador”. 

2.5. Recurso de agravio constitucional 

Con fecha 11 de febrero de 2008 el recurrente presentó recurso de agravio constitucional contra la 

resolución de segundo grado que desestimó su pedido de represión de actos lesivos homogéneos. 

Mediante resolución del 20 de febrero de 2008, la Sala de Vacaciones Civil “A” declaró improcedente 

el recurso de agravio. Contra esta resolución, presentó recurso de queja ante el Tribunal Constitucional. 

2.6. Recurso de queja 



Con fecha 4 de junio de 2008, el Tribunal Constitucional declaró fundado el recurso de queja 

presentado por el recurrente, principalmente por considerar que el artículo 60º del Código Procesal 

Constitucional requiere de importantes precisiones que el Tribunal “considera necesario realizar de 

forma progresiva, conforme se presenten nuevos recursos de agravio constitucional relacionados con 

este tema, en la perspectiva de perfilar el marco procesal que sea más conveniente para que los 

objetivos de la institución del procedimiento de represión de actos lesivos homogéneos se concreten 

adecuadamente”. 

FUNDAMENTOS 

1. Delimitación del contenido de la presente resolución del Tribunal Constitucional  

1.  El  objetivo  principal  por  el  que se declaró fundado el recurso de queja presentado por don Mario 

Lovón Ruiz-Caro fue para delimitar los alcances de la institución de la represión de actos lesivos 

homogéneos contemplada en el artículo 60º del Código Procesal Constitucional, en la perspectiva de 

evaluar su aplicación en el caso concreto. 

Por este motivo, en la presente resolución el Tribunal Constitucional procederá a establecer una 

doctrina jurisprudencial sobre el artículo 60º del citado Código, de conformidad con lo previsto en el 

artículo VI del mismo cuerpo legal, para posteriormente proceder a emitir un pronunciamiento sobre 

el pedido concreto de represión de actos lesivos homogéneos solicitada por el recurrente. 

2. Doctrina jurisprudencial sobre la represión de actos lesivos homogéneos 

2.1 Definición y estado de la cuestión a nivel normativo y jurisprudencial 

2.  La represión de actos lesivos homogéneos es un mecanismo de protección judicial de  derechos 

fundamentales frente a actos que presentan características similares a aquellos que han sido 

considerados en una sentencia previa como contrarios a tales derechos. En este sentido, lo resuelto 

en un proceso constitucional de tutela de derechos fundamentales no agota sus efectos con el 

cumplimiento de lo dispuesto en la sentencia respectiva, sino que se extiende hacia el futuro, en la 

perspectiva de garantizar que no se vuelva a cometer una afectación similar del mismo derecho. 

3. A nivel normativo, la institución de la represión de los actos lesivos homogéneos ha sido recogida en 

el artículo 60º del Código Procesal Constitucional. El texto de este artículo, ubicado en el capítulo 

correspondiente al proceso de amparo, señala: 

“Artículo 60.- Procedimiento para represión de actos homogéneos 

Si sobreviniera un acto sustancialmente homogéneo al declarado lesivo en un proceso de amparo, podrá ser denunciado 

por la parte interesada ante el juez de ejecución. 

Efectuado el reclamo, el Juez resolverá éste con previo traslado a la otra parte por el plazo de tres días. La resolución 

es apelable sin efecto suspensivo. 

La decisión que declara la homogeneidad amplía el ámbito de protección del amparo, incorporando y ordenando la 

represión del acto represivo sobreviviente”. 

4. De forma progresiva, el Tribunal Constitucional ha venido emitiendo diversas decisiones en las que 

se ha hecho referencia a esta institución, tanto a nivel de sentencias, (Ver al respecto la STC N.º 

4909-2007-HC (caso Roberto Araujo Espinoza), publicada el 26 de mayo de 2008 en la página web 

del Tribunal Constitucional y la STC N.º 896-2008-PA (caso Vicente Walde Jáuregui), publicada el 

1 de setiembre de 2008 en la página web del Tribunal Constitucional) autos de improcedencia (Ver 

al respecto la RTC N.º 5033-2006-PA/TC (caso Víctor Roca Vargas), publicada el 28 de noviembre 

de 2007 en la página web del Tribunal). y recursos de queja. (Ver al respecto: la RTC 149-2007-

Q/TC, RTC 61-2008-Q/TC y RTC 172-207-Q/TC). 



2.2 Fundamentos de la institución 

5. La represión de actos lesivos homogéneos encuentra su sustento en la necesidad de garantizar la 

obligatoriedad de las sentencias ejecutoriadas y evitar el inicio de un nuevo proceso constitucional 

frente a actos que de forma previa han sido analizados y calificados como lesivos de derechos 

fundamentales. A continuación se explica brevemente cada uno de estos fundamentos. 

2.2.1 Evitar el desarrollo de nuevos procesos constitucionales 

6. Un primer fundamento de la represión de actos lesivos homogéneos, que ha sido mencionado de 

forma expresa en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, lo constituye la necesidad de evitar 

que las personas afectadas en sus derechos por un acto homogéneo a aquél calificado como 

inconstitucional en un primer proceso, tengan que dar inicio a uno nuevo para cuestionarlo. En este 

sentido, el Tribunal ha señalado (STC 5033-2006-PA, fundamento 5): 

“(…) mediante la represión de actos homogéneos se busca evitar que los justiciables se vean obligados 

a interponer una nueva demanda de amparo, en caso se configure un acto (u omisión) sustancialmente 

homogéneo al declarado lesivo de derechos fundamentales en un proceso de amparo”. 

Al no ser necesario el desarrollo de nuevos procesos constitucionales también se evita la existencia 

de decisiones contradictorias entre los órganos jurisdiccionales respecto a hechos que son 

homogéneos. Se busca, así, evitar que una persona que cuenta con una sentencia favorable, al acudir 

a otro proceso respecto a un acto lesivo homogéneo, se encuentre frente a una sentencia 

desfavorable. 

2.2.2 Garantizar la obligatoriedad de las sentencias ejecutoriadas 

7. Los procesos de tutela de derechos fundamentales, una vez que han finalizado con un 

pronunciamiento sobre el fondo de la controversia, adquieren la calidad de cosa juzgada. Al 

respecto, el artículo 6º del Código Procesal Constitucional establece: 

“En los procesos constitucionales sólo adquiere la autoridad de cosa juzgada la decisión final que se 

pronuncie sobre el fondo”. 

8.  Como señala Devis Echandía, la institución de la cosa juzgada origina dos efectos: su inmutabilidad 

(efecto procesal) y su definitividad (efecto sustantivo). En tal sentido, afirma que  (DEVIS 

ECHANDÍA, Hernando. Teoría general del proceso. Aplicable a toda clase de procesos. Buenos 

Aires: Universidad, 2002, 3ra. edición, pp. 454 y 455): 

“El primero (la inmutabilidad) impone a los jueces (…) la prohibición de entrar a resolver sobre el 

fondo de las pretensiones que han sido materia de la sentencia y les otorga la facultad de paralizar la 

acción que se ejercite con desconocimiento de ello. 

El segundo otorga definitividad a la declaración de certeza contenida en la sentencia (…), haciéndola indiscutible en 

nuevos procesos, y por eso les otorga a las partes el mismo derecho y les impone igual obligación que el efecto 

procesal”. 

Sobre este tema, el mismo autor precisa que es importante distinguir entre los efectos de la cosa 

juzgada y de las sentencias ejecutoriadas. Con claridad señala (DEVIS ECHANDÍA, Hernando. Ob. 

cit., pp. 426 y 456): 

 



“Debe tenerse cuidado de no confundir la cosa juzgada con la ejecutoria de la sentencia. Ésta se 

cumple cuando no hay recursos pendientes por no otorgarlos la ley o por haber pasado el término 

para interponerlos, cualquiera que sea la sentencia; aquélla es una calidad especial que la ley les 

asigna a algunas sentencias ejecutoriadas. No hay cosa juzgada sin ejecutoria, pero sí ésta sin 

aquélla. 

Igualmente importa saber que toda sentencia ejecutoriada obliga a las partes y debe cumplirse 

voluntariamente o en forma coactiva, aun cuando no constituya cosa juzgada. Por consiguiente, es 

un error decir que la obligatoriedad de la sentencia sea un efecto de la cosa juzgada, pues lo es de 

toda sentencia ejecutoriada (…). 

Toda sentencia ejecutoriada tenga o no efectos de cosa juzgada, es imperativa u obligatoria y si 

impone condena es además ejecutable (…). Luego no se trata de efectos de la cosa juzgada. Esta 

tiene influencia en aquellos, pero en cuanto los convierte en inmutables y definitivos, al excluir una 

revisión en proceso posterior y prohibir la nueva decisión del fondo, en caso de que alguna parte 

pretenda desconocerla”. 

9. Al referirse a los fundamentos de la institución de la represión de actos lesivos homogéneos, el 

Tribunal Constitucional ha señalado que uno de ellos consiste en asegurar la plena eficacia de la 

cosa juzgada constitucional (El Tribunal ha señalado en la STC N.º 5033-2006-PA, fundamento 5: 

“(…) mediante la represión de actos homogéneos (…) se pretende asegurar la plena eficacia de la 

cosa juzgada constitucional)”  la cual ha sido definida de la siguiente manera (STC N.º 6-2006-CC 

(caso Poder Ejecutivo vs. Poder Judicial), publicada el 22 de marzo del 2007 en la página web del 

Tribunal Constitucional, fundamento 70): 

“(…) lo que la Constitución garantiza, a través de su artículo 139º, inciso 2 (Este artículo señala: 

“Son principios y derechos  de la función jurisdiccional: (…) 

2. La independencia en el ejercicio de la función jurisdiccional. 

Ninguna autoridad puede avocarse a causas pendientes ante el órgano jurisdiccional ni interferir en 

el ejercicio de sus funciones. Tampoco puede dejar sin efecto resoluciones que han pasado en 

autoridad de cosa juzgada, ni cortar procedimientos en trámite, ni modificar sentencias ni retardar su 

ejecución. Estas disposiciones no afectan el derecho de gracia ni la facultad de investigación del 

Congreso, cuyo ejercicio no debe, sin embargo, interferir en el procedimiento jurisdiccional ni surte 

efecto jurisdiccional alguno)” es la cosa juzgada constitucional, la que se configura con aquella 

sentencia que se pronuncia sobre el fondo de la controversia jurídica, de conformidad con el orden 

objetivo de valores, con los principios constitucionales y con los derechos fundamentales, y de 

acuerdo con la interpretación que haya realizado el Tribunal Constitucional de las leyes, o de toda 

norma con rango de ley, o de los reglamentos y de sus precedentes vinculantes, como lo prescriben 

los artículos VI y VII del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional, respectivamente. 

Sólo de esa manera un ordenamiento constitucional puede garantizar a la ciudadanía la certeza 

jurídica y la predictibilidad de las decisiones jurisdiccionales”. 

Tomando en consideración las diferencias entre los efectos de la cosa juzgada y de las sentencias 

ejecutoriadas, es más apropiado señalar que la represión de los actos lesivos homogéneos se sustenta 

en la necesidad de garantizar los efectos de éstas últimas. 

2.3 Relación con otras instituciones procesales 

10. Existen instituciones procesales que se relacionan con la represión de actos lesivos homogéneos, 

tales como la sentencia estimatoria ante el cese o irreparabilidad del acto lesivo y la técnica del 

estado de cosas inconstitucional.  



2.3.1 Sentencia estimatoria ante el cese o irreparabilidad del acto lesivo 

11. Se entiende por cese del acto lesivo aquella situación por medio de la cual la acción u omisión que 

origina una amenaza o violación de un derecho fundamental deja de producirse por parte de quien 

la estaba llevando a cabo. De otro lado, se entiende por irreparabilidad aquella situación fáctica en 

la cual no se puede reponer las cosas al estado anterior a la amenaza o violación de un derecho 

fundamental. 

Si luego de presentada la demanda cesa o deviene en irreparable el acto lesivo, los órganos 

jurisdiccionales se encuentran facultados para emitir un pronunciamiento sobre el fondo de la 

controversia, a fin de que tales actos no vuelvan a reiterarse en el futuro. Al respecto el Código 

Procesal Constitucional señala lo siguiente en el segundo párrafo del artículo 1º:  

“Si luego de presentada la demanda cesa la agresión o amenaza por decisión voluntaria del agresor, o si ella 

deviene en irreparable, el Juez, atendiendo al agravio producido, declarará fundada la demanda precisando 

los alcances de su decisión, disponiendo que el emplazado no vuelva a incurrir en las acciones u omisiones 

que motivaron la interposición de la demanda, y que si procediere de modo contrario se le aplicarán las 

medidas coercitivas previstas en el artículo 22º del presente Código, sin perjuicio de la responsabilidad 

penal que corresponda”. 

En consecuencia, la decisión de un juez de declarar fundada una demanda respecto a un acto lesivo 

que ha cesado o devenido en irreparable contiene un mandato para que el mismo acto no se repita 

en el futuro, siendo el objetivo de la sentencia prevenir la realización de un acto lesivo homogéneo. 

Si dicho acto ocurriese nuevamente, corresponde aplicar el procedimiento de represión previsto en 

el artículo 60º del Código Procesal Constitucional. La primera sentencia servirá de parámetro para 

evaluar si el acto que se produce con posterioridad es homogéneo. 

2.3.2 Estado de cosas inconstitucional 

12. La característica esencial de la declaración de una determinada situación como un estado de cosas 

inconstitucional consiste en extender los efectos de una decisión a personas que no fueron 

demandantes ni participaron en el proceso que dio origen a la declaratoria respectiva, pero que se 

encuentran en la misma situación que fue identificada como inconstitucional. 

El Tribunal Constitucional en la STC N.º 2579-2003-HD (Publicada el 16 de abril del 2004 en la 

página web del Tribunal Constitucional), ha señalado que la técnica del estado de cosas 

inconstitucional busca extender los alcances inter partes de las sentencias a todos aquellos casos 

en que de la realización de un acto u omisión se hubiese derivado o generado una violación 

generalizada de derechos fundamentales de distintas personas. 

Una vez declarado el estado de cosas inconstitucional, la sentencia respectiva efectúa un 

requerimiento específico o genérico a uno o varios órganos públicos a fin de que, dentro de un 

plazo razonable, realicen o dejen de realizar la acción u omisión, per se, violatoria de derechos 

fundamentales. En caso esto no ocurra se estará ante un supuesto de incumplimiento de la 

sentencia constitucional.  

En el supuesto que la declaratoria del estado de cosas inconstitucional implique que las 

autoridades no lleven a cabo determinadas acciones, por considerarse contrarias a los derechos 

fundamentales, si han dejado de realizarse (en cumplimiento de la sentencia) pero luego se vuelven 

a reiterar respecto a personas que no participaron en el proceso que dio lugar a la declaratoria del 

estado de cosas, éstas se encuentran habilitadas para acudir a la represión de actos lesivos 

homogéneos. 



2.4 Presupuestos para conocer un pedido de represión de actos lesivos homogéneos 

13. Para presentar un pedido de represión de actos lesivos homogéneos deben concurrir dos 

presupuestos, y cuya ausencia implicará la declaratoria de improcedencia de lo solicitado. A 

continuación se explicará cada uno de ellos. 

2.4.1 Existencia de una sentencia ejecutoriada a favor del demandante en un proceso constitucional 

de tutela de derechos fundamentales 

14. Sólo si existe una sentencia previa, en la que se ha establecido claramente el derecho afectado y el 

acto lesivo, y que ha adquirido la calidad de firme, podrá evaluarse si la acción u omisión que se 

produzca con posterioridad resulta homogénea. Así, si se declara improcedente o infundada una 

demanda de tutela de derechos fundamentales, no puede solicitarse –con posterioridad- la represión 

de actos lesivos homogéneos. 

La sentencia previa mediante la cual se declara fundada la demanda puede ser del Poder Judicial o 

del Tribunal Constitucional. 

15. A propósito de este tema, este Tribunal considera importante señalar algunos lineamientos 

relacionados con el contenido de las sentencias que se emiten en los procesos de tutela de derechos 

fundamentales. 

El Código Procesal Constitucional aborda este tema en diversos artículos. En primer lugar debe 

mencionarse el artículo 17º, que es una norma general, aplicable a todos los procesos de este tipo 

(hábeas corpus, amparo, hábeas data y cumplimiento). Este artículo señala: 

“La sentencia que resuelve los procesos a que se refiere el presente título, deberá contener, según 

sea el caso: 

1) La identificación del demandante; 

2) La identificación de la autoridad, funcionario o persona de quien provenga la amenaza, violación 

o que se muestre renuente a acatar una norma legal o un acto administrativo; 

3) La determinación precisa del derecho vulnerado, o la consideración de que el mismo no ha sido 

vulnerado, o, de ser el caso, la determinación de la obligación incumplida; 

4) La fundamentación que conduce a la decisión adoptada; 

5) La decisión adoptada señalando, en su caso, el mandato concreto dispuesto”. 

Asimismo, otros artículos del Código abordan el tema. Se detallan a continuación: 

 

Proceso de 

Hábeas Corpus 

 

Artículo 34.- Contenido de la sentencia fundada 

La resolución que declara fundada la demanda de hábeas corpus 

dispondrá alguna de las siguientes medidas: 

1) La puesta en libertad de la persona privada arbitrariamente de 

este derecho; o 

2) Que continúe la situación de privación de libertad de acuerdo 

con las disposiciones legales aplicables al caso, pero si el Juez lo 

considerase necesario, ordenará cambiar las condiciones de la 

detención, sea en el mismo establecimiento o en otro, o bajo la 



custodia de personas distintas de las que hasta entonces la 

ejercían; o 

3) Que la persona privada de libertad sea puesta inmediatamente a 

disposición del Juez competente, si la agresión se produjo por 

haber transcurrido el plazo legalmente establecido para su 

detención; o 

4) Que cese el agravio producido, disponiendo las medidas 

necesarias para evitar que el acto vuelva a repetirse. 

 

Proceso de 

Amparo 

 

Artículo 55.- Contenido de la sentencia fundada 

La sentencia que declara fundada la demanda de amparo 

contendrá alguno o algunos de los pronunciamientos siguientes: 

1) Identificación del derecho constitucional vulnerado o 

amenazado; 

2) Declaración de nulidad de decisión, acto o resolución que 

hayan impedido el pleno ejercicio de los derechos 

constitucionales protegidos con determinación, en su caso, de la 

extensión de sus efectos; 

3) Restitución o restablecimiento del agraviado en el pleno goce 

de sus derechos constitucionales ordenando que las cosas vuelvan 

al estado en que se encontraban antes de la violación; 

4) Orden y definición precisa de la conducta a cumplir con el fin 

de hacer efectiva la sentencia. 

En todo caso, el Juez establecerá los demás efectos de la 

sentencia para el caso concreto. 

 

Proceso de 

Cumplimiento 

 

Artículo 72.- Contenido de la sentencia fundada 

La sentencia que declara fundada la demanda se pronunciará 

preferentemente respecto a: 

1) La determinación de la obligación incumplida; 

2) La orden y la descripción precisa de la conducta a cumplir; 

3) El plazo perentorio para el cumplimiento de lo resuelto, que no 

podrá exceder de diez días; 

4) La orden a la autoridad o funcionario competente de iniciar la 

investigación del caso para efecto de determinar 

responsabilidades penales o disciplinarias, cuando la conducta 

del demandado así lo exija. 



 

Como se aprecia, la norma general prevista en el artículo 17º del Código Procesal Constitucional 

debe ser complementada con las normas específicas señaladas en el cuadro, a fin de determinar lo 

que corresponda ser establecido en una sentencia que declara fundada la demanda respectiva.  

16. Una lectura en conjunto de estas normas permite concluir que toda sentencia estimativa emitida en 

un proceso de tutela de derechos fundamentales debe precisar, en su parte resolutiva, lo siguiente: 

               i.            El derecho identificado como amenazado o vulnerado. 

             ii.            El acto (acción u omisión) considerado como lesivo del derecho invocado. 

            iii.            El acto concreto que corresponde ser llevado a cabo por la parte demandada a fin de 

proteger el derecho amenazado o vulnerado. 

           iv.            La autoridad a la que corresponde llevar a cabo el mandato ordenado por el juez, sala o 

tribunal. 

             v.            El plazo en que corresponde llevar a cabo el acto concreto a favor del derecho 

amenazado o vulnerado. 

           vi.            Las medidas coercitivas a aplicar en caso de incumplimiento de lo ordenado en la 

sentencia. 

Del contenido de las sentencias depende en gran medida su cabal ejecución y cumplimiento, por lo 

que es importante que en todas las decisiones relacionadas con la tutela de derechos fundamentales 

se establezca en forma clara los aspectos antes mencionados. La precisión de todos ellos le permitirá 

al juez de ejecución resolver de modo rápido y en forma adecuada los pedidos de represión de actos 

lesivos homogéneos. 

2.4.2 Cumplimiento de lo ordenado en la sentencia de condena 

17. Si el mandato de dar, hacer o no hacer establecido en una sentencia no se cumple, corresponde 

aplicar los mecanismos coercitivos previstos en el artículo 22º del Código Procesal Constitucional. 

Si una vez cumplido el fallo, se reitera el acto que fue considerado como lesivo de un derecho 

fundamental, recién corresponderá solicitar la represión de actos lesivos homogéneos. Es por ello 

que, el cumplimiento de lo ordenado en una sentencia previa de condena constituye un presupuesto 

para dar inicio al procedimiento previsto en el artículo 60º del Código Procesal Constitucional. 

18. Al respecto debe advertirse que en los casos en que luego de presentada la demanda  cesó el acto 

lesivo o devino en irreparable el derecho fundamental, pero el juez emitió pronunciamiento sobre el 

fondo, en aplicación del segundo párrafo del artículo 1º del Código Procesal Constitucional, el 

mandato judicial cuyo objetivo es advertir que determinadas conductas no pueden llevarse a cabo a 

futuro, implica que si éstas vuelven a concretarse se configure un supuesto de procedencia de la 

represión de actos lesivos homogéneos. 

 

19.Algo similar ocurre si el Tribunal Constitucional declara que una determinada situación lesiva de 

derechos fundamentales constituye un estado de cosas inconstitucional, por cuanto los efectos de su 

decisión sobre un caso concreto benefician a cualquier otra persona que se encuentre en similar 



situación. De producirse la afectación de un derecho, a través de la reiteración de una acción u 

omisión que ha sido calificada como un estado de cosas inconstitucional, la persona agraviada no 

tendría que dar inicio a un nuevo proceso constitucional (que es justamente lo que busca evitarse con 

la mencionada declaración) sino acudir a la represión de actos lesivos homogéneos. 

2.5 Criterios para identificar un acto lesivo homogéneo 

20. Luego de verificar el cumplimiento de los presupuestos mencionados en la sección anterior, 

corresponde analizar cuándo se configura un acto lesivo homogéneo. Para tal efecto deberá 

evaluarse la existencia de determinados elementos subjetivos y objetivos, y su carácter manifiesto. 

Se trata de criterios generales que corresponde ser aplicados y verificados tomando en 

consideración las particularidades de cada caso que se presente. 

2.5.1 Elementos subjetivos 

21.Aquí existen dos elementos a tomar en consideración. En primer lugar, las características de la 

persona o personas afectadas por el acto homogéneo. En segundo lugar, las características de la 

fuente u origen de este acto. 

a) Persona afectada 

El primer aspecto que debe ser evaluado por la autoridad jurisdiccional se relaciona con las 

características de la persona que presenta un pedido de represión de actos lesivos homogéneos, pues 

debe ser la misma que en el proceso constitucional que dio origen a la sentencia fue considerada 

como la persona afectada en sus derechos fundamentales, lo que refuerza la necesidad de que en el 

fallo respectivo que declara fundada la demanda se establezca claramente la identificación de la 

persona a favor de la cual se condena a alguien a realizar una prestación de dar, hacer o no hacer. 

En los casos en que la demanda que dio origen al proceso fue presentada por una sola persona, no 

debería existir mayores problemas para evaluar este requisito. Las principales dudas podrían 

presentarse en el caso de los denominados derechos difusos y colectivos (entendidos como derechos 

supraindividuales), así como en el caso de las demandas sobre actos individuales homogéneos 

(entendidos como derechos pluriindividuales). Si bien a nivel de la doctrina existen diferentes 

formas de denominar a estos tres tipos de situaciones, es posible encontrar algunas definiciones 

operativas que permiten comprender sus alcances.  

 

Sobre los derechos difusos y derechos colectivos (derechos supraindividuales) Ferrer Mac-Gregor 

señala (FERRER MAC-GREGOR, Eduardo. Juicio de amparo e interés legítimo: la tutela de los 

derechos difusos y D.F: colectivos. México Porrúa, 2003, p.12): 

 

“(ambos tipos de derechos) comparten los mismos problemas jurídicos y se refieren a bienes 

indivisibles (aire, paisaje, medio ambiente sano, etc.). Su distinción fundamental consiste en que los 

primeros (intereses difusos) se entienden referidos no al sujeto como individuo sino como miembro de 

una conglomerado más o menos amplio, creándose una pluralidad de situaciones comunes; en cambio, 

los intereses colectivos atienden a colectividades o grupos limitados o circunscritos. 

 



Así, los miembros del conglomerado que tiene un interés difuso, son indeterminables o de muy difícil 

determinación; en tanto que los miembros del grupo portador del interés colectivo suelen ser fácilmente 

determinables. 

Parte de la doctrina y la legislación brasileña (…) los identifican según sus titulares se encuentran 

ligados por circunstancias de hechos (intereses difusos) o bien si pertenecen a un grupo, categoría o 

clase de personas ligadas entre sí o con la parte contraria debido a una relación jurídica base (intereses 

colectivos)”. 

El mismo autor menciona como un ejemplo de tutela de derechos difusos el caso de la 

contaminación ambiental del aire o del agua derivados de desechos arrojados por una fábrica, y 

como un ejemplo de derechos colectivos los problemas de la falta de higiene o de seguridad en una 

determinada fábrica o escuela. 

La posibilidad de acudir a los procesos constitucionales para la protección de los derechos difusos y 

colectivos ha quedado establecida en el artículo 40º del Código Procesal Constitucional, referido a la 

legitimación activa en los procesos de amparo (El tercer párrafo del artículo 40º del Código señala: 

”Asimismo, puede interponer demanda de amparo cualquier persona cuando se trate de amenaza o 

violación del derecho al medio ambiente u otros derechos difusos que gocen de reconocimiento 

constitucional, así como las entidades sin fines de lucro cuyo objeto sea la defensa de los referidos 

derechos)”, y en el artículo 67º, referido a la legitimación activa en los procesos de cumplimiento. 

(El segundo párrafo del artículo 67º del Código señala: “Tratándose de la defensa de derechos con 

intereses difusos o colectivos, la legitimación corresponderá a cualquier persona)”.  

En estos supuestos, la presentación de la demanda puede ser llevada a cabo por una  persona o un 

grupo de personas, afectadas en sus derechos difusos o como integrantes del grupo que se ve 

afectado en sus derechos colectivos. La sentencia respectiva surtirá efectos respecto de “todos los 

demás integrantes de la colectividad que se encuentren en una posición idéntica al que ejercitó la 

acción correspondiente”.  (FERRER MAC-GREGOR, Eduardo. Ob. cit., p. 16). Los efectos de la 

decisión, por lo tanto, vas más allá de la persona o grupo que presentó la demanda). 

Respecto a los actos individuales homogéneos (derechos pluri individuales) Ferrer Mac-Gregor 

señala (FERRER MAC-GREGOR, Eduardo. Ob. cit., p. 15). 

“los derechos individuales homogéneos se distinguen de los intereses supraindividuales (difusos y 

colectivos), en que aquellos son auténticos derechos individuales, privativos e indisponibles por 

terceros, pero que pueden existir en número plural y tener un origen fáctico común y un contenido 

sustantivo homogéneo. 

La tutela colectiva de los derechos esencialmente individuales descansa en dos notas básicas: a) su 

homogeneidad al tener origen común, es decir, al producirse de una misma fuente o causa; y b) su 

divisibilidad, al representar en realidad derechos personales que pueden ejercerse de manera 

individual, pero existe la posibilidad y conveniencia de la acción colectiva, teniendo resultados 

desiguales para cada participante”. 

En este supuesto (actos individuales homogéneos), cada persona afectada en sus derechos en forma 

individual puede presentar la demanda respectiva. Los efectos de la sentencia alcanzan únicamente a 

la persona que presentó la demanda. Sin embargo, como ha sido explicado anteriormente, el 

Tribunal Constitucional ha considerado que en determinados casos los efectos de la decisión sobre 

un caso particular pueden extenderse a otras personas en similar situación, previa declaración del 

acto lesivo de un derecho constitucional como un estado de cosas inconstitucional. 



Tomando como premisas las definiciones propuestas por la doctrina sobre estos temas, se puede 

concluir que la represión de actos lesivos homogéneos puede ser invocada de la siguiente forma: 

-           Por cualquier persona en el caso de los derechos difusos. 

-           Por cualquier integrante del grupo en el caso de los derechos colectivos. 

-           Por cualquier persona que se encuentre en una situación igual a la considerada como un estado de 

cosas inconstitucional, en el caso de los derechos individuales homogéneos. 

En consecuencia, a afectos de evaluar el primer criterio subjetivo para determinar cuándo se está 

frente a un acto lesivo homogéneo, se deberá considerar si éste afecta a la misma persona que 

presentó la demanda original que dio lugar al proceso constitucional y a la respectiva sentencia 

previa, siendo necesario estar atento a las particularidades que podrían presentarse en el caso de los 

derechos difusos, derechos colectivos y derechos individuales homogéneos. 

b) Origen o fuente del acto lesivo 

El segundo aspecto que debe ser evaluado por la autoridad jurisdiccional se relaciona con el origen o 

la fuente del acto respecto al cual se pide la represión por considerársele como homogéneo a uno 

anterior. En ese sentido el nuevo acto lesivo debe ser llevado a cabo por la misma entidad, autoridad, 

funcionario o persona que fue obligada a dar, hacer o dejar de hacer algo a través de la sentencia de 

condena establecida en un proceso constitucional.  

Al respecto es importante señalar que si bien en el proceso que dio lugar a la sentencia previa, la 

demanda puede haber estado dirigida a un funcionario en particular, el acto lesivo homogéneo puede 

producirse por un funcionario diferente al demandado, pero que forma parte de la misma institución 

demandada. Por ese motivo, al momento de evaluar el origen o fuente del acto invocado como 

homogéneo, debe tomarse en cuenta si el mandato ordenado en la sentencia sólo podía ser cumplido 

por una determinada persona o si se trataba de un mandato que debía ser observado por toda una 

entidad en su conjunto. 

Sobre el origen o fuente del acto lesivo homogéneo, Sagüés señala (SAGÜÉS, Néstor Pedro. 

Derecho procesal constitucional. Acción de amparo. Buenos Aires: Astrea): 

“Si se reitera exactamente el mismo acto lesivo, ejecutado por la misma demandada, la infracción 

encuentra remedio en una reiteración de lo ordenado en el mismo fallo. (…) (Un caso interesante es 

el) de la reiteración de la lesión, pero por otros agentes públicos. Si éstos se encuentran bajo la 

dependencia del condenado en el amparo, obvio es que la sentencia los comprende, y bastará con 

aplicarla respecto a ellos. En cambio, si se trata de sujetos ajenos a la repartición demandada, nos 

parece que no hay cosa juzgada para ellos (al no mediar identidad del sujeto), y por tanto, habría 

que articular un nuevo amparo para remediar el último acto lesivo”. 

En similar dirección, Rivas afirma (RIVAS, Adolfo Armando. El amparo. Buenos Aires: La Rocca, 

2003, pp. 612-613): 

“(Un) problema se podría suscitar si la nueva agresión al derecho se da bajo las mismas formas, 

pero por intermedio de otro agente público u otra repartición distinta (…). Si se tratase de una 

situación (…) en la que interviniesen dependientes diversos de una autoridad común involucrada en 

el amparo anterior, tampoco es dudoso sostener que corresponde la utilización del fallo de amparo, 

conminando a su cumplimiento, pues lo decidido obliga tanto a los primitivos agentes ofensores 

como a sus superiores, y esa obligación se transmite de éstos a los que de ellos dependan, cualquiera 



que sea su grado o ubicación dentro de la administración; si por el contrario, el nuevo acto proviene 

de órgano o agente no integrante de tal esquema (por ejemplo, el primer acto lesivo cometido por 

dependientes del Poder Ejecutivo; el segundo por otros dependientes de una repartición autárquica), 

aparece faltando la identidad subjetiva que junto con las de causa y objeto, conforman la cosa 

juzgada; sin embargo, y si la causa de la repetición del obrar dañoso es la misma, la subordinación 

definitiva a un superior común que se da en todos los órdenes y aspectos de la administración, 

permite extender el efecto y mandato de la sentencia dictada”. 

Nuevamente aquí se vuelve a apreciar la importancia de establecer claramente, en el fallo respectivo 

que declara fundada la demanda, la identificación de la persona o entidad a la cual corresponde 

llevar a cabo una determinada conducta, a fin de garantizar el derecho amenazado o vulnerado, pues 

de este modo se facilita la labor del juez de ejecución que conozca la solicitud de represión de actos 

lesivos homogéneos. 

2.5.2 Elemento objetivo: homogeneidad del nuevo acto respecto a uno anterior 

22. Luego de haber evaluado los elementos subjetivos, corresponde a la autoridad judicial analizar si el 

acto invocado como homogéneo presenta similares características respecto de aquél que dio lugar a 

la sentencia del proceso constitucional. A nivel normativo el Código Procesal Constitucional ha 

hecho referencia a este criterio en el artículo 60º, en tanto señala que el acto lesivo debe ser 

“sustancialmente homogéneo” al declarado lesivo. 

Un aspecto importante a recalcar es que no corresponde únicamente analizar las características del 

acto sino también las razones que lo originaron, pues pueden ser diferentes a las invocadas en un 

primer momento. Sagüés señala al respecto (SAGÜÉS, Néstor Pedro. Ob cit., pp. 462-463): 

“(…) si la accionada repite su conducta pero con otros fundamentos (v.gr. clausura nuevamente un 

local, pero invocando distintas razones a las alegadas para disponer el primer cierre), cabe entender 

que se está frente a un comportamiento no captado por la sentencia firme de amparo, y que por ello, 

habrá que plantear uno diferente”. 

Nuevamente aquí se manifiesta la importancia de establecer en forma clara, en la sentencia 

respectiva, cuál es el acto lesivo que ha sido identificado como violatorio de un derecho 

fundamental. 

2.5.3 Manifiesta homogeneidad 

23.El carácter homogéneo del nuevo acto lesivo debe ser manifiesto, es decir, no deben existir dudas 

sobre las esenciales iguales características entre el acto anterior y el nuevo. Siendo que para la 

determinación de esta identidad en cada caso concreto, el juez constitucional deberá recurrir a un 

juicio de comparación entre los términos comprendidos.  

En caso contrario, debe declararse improcedente la solicitud de represión respectiva, sin perjuicio de 

que el demandante inicie un nuevo proceso constitucional contra aquel nuevo acto que considera que 

afecta sus derechos fundamentales, pero que no ha sido considerado homogéneo respecto a un acto 

anterior. 

2.6 Aspectos de índole procesal  

2.6.1 Procesos constitucionales en los que se aplica 



24. La institución de la represión de actos lesivos homogéneos se encuentra prevista en el artículo 60º 

del Código Procesal Constitucional, en el título correspondiente al proceso de amparo. Sin embargo, 

en aplicación del principio de autonomía procesal, este Tribunal considera que las reglas sustantivas 

y procesales fijadas en el presente pronunciamiento deben ser extendidas a otros procesos 

constitucionales de tutela de derechos fundamentales, por condecirse plenamente con su naturaleza y 

fines (artículo 1º del Código Procesal Constitucional). 

En el caso del proceso de hábeas data, el  uso de esta institución puede llevarse a cabo en función 

al artículo 65º del mismo Código, de acuerdo al cual las normas sobre el proceso de amparo pueden 

ser aplicadas al proceso de hábeas data.  

En el caso del proceso de hábeas corpus, su aplicación es acorde con la misma finalidad que 

comparte con el proceso de amparo, cual es la defensa de derechos fundamentales a través de un 

proceso rápido y efectivo. Asimismo, existe una sentencia en la que el Tribunal ha admitido esta 

posibilidad (STC N.º 4909-2007-PA). (Publicada el 26 de mayo del 2008 en la página web del 

Tribunal Constitucional). 

Una situación diferente se presenta en el caso del proceso de cumplimiento, en el que se busca 

hacer frente a una omisión de la Administración respecto a una norma legal o un acto 

administrativo. Dado que el acto reclamado en estos procesos consiste en una omisión, la sentencia 

estimatoria sólo se verá cumplida si se revierte la omisión identificada. En este sentido, mientras 

dure la omisión no se presenta un acto lesivo homogéneo sino que se incumple lo decidido en la 

sentencia, situación frente a la cual corresponde aplicar las medidas coercitivas destinadas al 

cumplimiento de lo decidido. 

Un supuesto diferente se presenta en los casos en que el acto administrativo o la norma legal 

establecen un mandato que debe ser cumplido de forma periódica, por ejemplo, cada quince días o 

cada mes. En estos casos, si luego del fallo se cumple con el pago de lo ordenado por un acto 

administrativo o una ley, pero con posterioridad se vuelve a presentar la omisión, se estaría frente a 

un incumplimiento que ha vuelto a reiterarse y que es contrario a lo decidido por el juez. Este 

supuesto puede presentarse tanto en los amparos frente a omisiones como en los procesos de 

cumplimiento. 

Por lo tanto, la institución de la represión de los actos lesivos homogéneos puede ser aplicada en 

todos los procesos constitucionales de tutela de derechos fundamentales y en el proceso de 

cumplimiento. En el caso de las omisiones, su procedencia dependerá del contenido del mandato 

ordenado en una norma legal o acto administrativo. 

2.6.2 Juez competente 

25.La ejecución de una sentencia corresponde al denominado juez de ejecución, que como regla general 

es el juez que conoció en primera instancia la demanda que dio inicio al proceso constitucional. Es 

éste el que deberá verificar que se cumpla con el mandato final establecido en la sentencia de 

condena.  

Siendo que la identificación del acto lesivo no siempre es realizada por el juez de primer grado (que 

al mismo tiempo es juez de ejecución), sino también por el juez de segundo grado e inclusive, por el 

Tribunal Constitucional. Ergo, prima facie siempre estará en mejor condición de identificar un acto 

homogéneo aquél que advirtió originariamente la lesión de un derecho fundamental. Sin embargo, al 

ser el juez de ejecución el destinatario judicial de las medidas reparadoras contenidas en el fallo  que 

deben adoptarse para proteger el derecho amenazado o vulnerado, tendrá la obligación 

constitucional de evaluar si el nuevo acto invocado como homogéneo reúne las características 



referidas supra. A esto debe sumarse su carácter unipersonal, que le permite hacer una verificación 

más rápida de las características del nuevo acto. Por estas razones, el criterio de asignar al juez de 

ejecución del proceso la competencia para conocer y pronunciarse sobre la represión de actos lesivos 

homogéneos es la más adecuada. 

Ésta ha sido la opción asumida por el Código Procesal Constitucional, el cual establece, en su artículo 

60º, que:  

“Si sobreviniera un acto sustancialmente homogéneo al declarado lesivo en un proceso de amparo, 

podrá ser denunciado por la parte interesada ante el juez de ejecución”. 

Esta disposición ha sido ratificada por el Pleno del Tribunal Constitucional, que además ha 

concordado el citado artículo 60º del Código con el artículo 22º del mismo cuerpo legal, referido a la 

actuación inmediata de la sentencia impugnada. En este sentido ha señalado (Resolución del 

Tribunal Constitucional recaída en el Expediente N.º 5033-2006-PA/TC, publicada el 28 de 

noviembre del 2007 en la página web del Tribunal Constitucional. Este criterio fue reiterado por la 

Sala Segunda del Tribunal Constitucional, en la STC N.º 4909-2007-HC (caso Roberto Araujo 

Espinoza), fundamento 11): 

“(…) respecto del juez competente, a partir de las normas relativas a la ejecución de sentencias, es 

posible afirmar que en el ámbito de los procesos constitucionales de tutela de derechos, el juez de 

ejecución es el juez que conoció el proceso en primera instancia. En efecto, el Código Procesal 

Constitucional regula la etapa de ejecución del proceso bajo el epígrafe de “Actuación de sentencia” 

(artículo 22°). En él se establece que la “sentencia que cause ejecutoria en los procesos 

constitucionales se actúa (...) por el juez de la demanda.” En ese sentido, una interpretación 

sistemática del artículo 60° del Código Procesal Constitucional y del artículo 22° del mismo cuerpo 

normativo, conduce a la conclusión de que el “juez de ejecución” viene a ser el juez que admitió la 

demanda y la resolvió en primer grado”. 

 

En consecuencia, tanto el Código Procesal Constitucional como la jurisprudencia del Tribunal 

Constitucional reconocen que son los jueces de ejecución de los procesos constitucionales los 

competentes para conocer los pedidos de represión de actos lesivos homogéneos. 

2.6.3 Trámite 

26.Dado que su objetivo es evaluar la homogeneidad entre el acto declarado inconstitucional en una 

sentencia y otro producido con posterioridad a ella, y no la resolución de una controversia compleja, 

el procedimiento de represión de actos lesivos homogéneos debe ser breve y no estar sujeto a 

mayores etapas. 

Sobre ello el Código Procesal Constitucional prevé lo siguiente:  

“Efectuado el reclamo, el Juez resolverá éste con previo traslado a la otra parte por el plazo de tres días”. 

De esta norma se desprende que, básicamente, lo que corresponde en este procedimiento es poner en 

conocimiento del juez el acto considerado lesivo como homogéneo, escuchar la posición de la otra 

parte y proceder a evaluar si existe homogeneidad. 

Una omisión del Código consiste en no haber previsto un plazo para la emisión de la decisión 

respectiva, lo que no debe ser considerado un obstáculo para emitir dentro de un plazo razonable el 

pronunciamiento correspondiente. En consecuencia, este Tribunal recurriendo nuevamente al 

principio de autonomía procesal, para desarrollar y complementar la regulación procesal 



constitucional a través de la jurisprudencia, establece a manera de regla procesal que luego de 

vencido el plazo de tres días para el traslado del reclamo a la otra parte, el juez dispone prima facie 

de un plazo equivalente para expedir resolución, atendiendo a circunstancias tales como, la 

complejidad de la materia, la determinación de la legitimidad en los supuestos de derechos difusos y 

derechos colectivos, entre otras.    

2.6.4 Contenido de la resolución  

27.Siendo finalidad de la represión de actos lesivos homogéneos proteger los derechos fundamentales 

que han vuelto a ser afectados, corresponde al juez:  

a)        Determinar si el acto invocado es homogéneo a uno declarado con anterioridad como violatorio 

de un derecho fundamental, y  

b)        ordenar a la otra parte que deje de llevarlo a cabo.  

Ambos aspectos deben quedar claramente establecidos en la decisión del juez. Sobre este tema, el 

Código Procesal Constitucional (artículo 60º) establece: 

“La decisión que declara la homogeneidad amplía el ámbito de protección del amparo, incorporando y 

ordenando la represión del acto represivo sobreviviente”. 

Los alcances de la primera sentencia, por lo tanto, se extienden al acto considerado como 

homogéneo. Esto incluye todas las medidas coercitivas previstas para hacer cumplir la sentencia 

original. 

2.6.5 Efectos inmediatos de la decisión 

28.La sentencia en los procesos de tutela de derechos fundamentales debe ser actuada en forma 

inmediata, lo que es acorde con la protección judicial rápida y efectiva que debe existir en materia 

de amenaza o violación de estos derechos, sin perjuicio de que se interponga un recurso de 

apelación. Esta opción ha sido acogida por el artículo 22º del Código Procesal Constitucional. 

En el caso de la represión de actos lesivos homogéneos, en tanto busca hacer frente a un acto 

contrario a los derechos fundamentales, corresponde aplicar similar criterio, por lo que la decisión 

que declara que existe un acto lesivo homogéneo debe tener efectos inmediatos, sin perjuicio de que 

sea apelada. Esta opción ha sido acogida por el artículo 60º del Código, al establecer que  

“La decisión (sobre la represión de actos lesivos homogéneos) tiene efectos inmediatos sin perjuicio de que 

sea apelada”. 

2.6.6 Recursos de impugnación 

29.A fin de garantizar la pluralidad de instancias y en atención al contenido de la decisión, que implica 

condenar a una persona a realizar una prestación de dar, hacer o no hacer, debe contemplarse la 

posibilidad de impugnar la resolución que declara fundada la petición de represión de actos lesivos 

homogéneos. El Código Procesal Constitucional acoge esta opción en su artículo 60º y establece que 

“la resolución es apelable sin efecto suspensivo”. 

3. Aplicación de la doctrina jurisprudencial al pedido concreto de represión de actos lesivos 

homogéneos 



30.Mediante sentencia del 13 de marzo de 2006, la Tercera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia 

de Lima declaró fundada en parte la demanda presentada por el señor Mario Lovón Ruiz-Caro, 

sentencia que fue cumplida por la entidad demandada mediante una Resolución Ministerial s/n, del 4 

de mayo de 2006.  

En consecuencia, la demanda de amparo tuvo una respuesta favorable en el Poder Judicial y el caso 

no llegó a conocimiento del Tribunal Constitucional. 

31. Con posterioridad, la misma Tercera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima confirmó 

la decisión de primer grado de desestimar el pedido de represión de actos lesivos homogéneos 

presentada por el señor Mario Lovón. En este sentido, si el propio órgano que emitió el fallo que 

declaró fundada la demanda –en este caso una Corte Superior- ha considerado que el nuevo acto 

producido no es homogéneo a aquél que consideró contrario al ejercicio de un derecho fundamental, 

no corresponde que esa decisión sea revisada por un órgano superior diferente que no intervino en el 

desarrollo del proceso constitucional. 

Siendo así, el Tribunal Constitucional carece de competencia para conocer el pedido de represión de 

actos lesivos homogéneos presentado por el recurrente, por cuanto su contenido se relaciona con una 

sentencia estimatoria emitida por el Poder Judicial, que no llegó a conocimiento del Tribunal 

Constitucional. 

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución 

Política del Perú  

HA RESUELTO 

Declarar IMPROCEDENTE el recurso de agravio constitucional respecto a la solicitud de represión 

de actos lesivos homogéneos presentada por el señor Mario Lovón Ruiz-Caro. 

Publíquese y notifíquese. 

SS. 

MESÍA RAMÍREZ 
VERGARA GOTELLI 
LANDA ARROYO 
BEAUMONT CALLIRGOS 
CALLE HAYEN 
ETO CRUZ 
ÁLVAREZ MIRANDA 

 

 

 

 

 



 

Exp. Nº 05287-2008-PA/TC  
LIMA 
MARIO LOVON RUIZ-CARO  

FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO VERGARA GOTELLI 

Emito el presente fundamento de voto por las siguientes consideraciones:  

1. Viene el recurso de agravio constitucional a este tribunal contra la resolución de segundo grado que 

desestimó el pedido del recurrente respecto a la represión de actos lesivos homogéneos. Por ello es 

necesario conocer los antecedentes que han traído como consecuencia la interposición del RAC 

ante este colegiado.  

Con fecha 2 de febrero de 2004 el recurrente presentó la demanda de amparo contra el 

Ministerio de Relaciones Exteriores con el objeto de que se declare la inaplicabilidad a su caso 

del párrafo final del artículo 13º de la Ley 28901 (Ley del Servicio Diplomático), puesto que 

considera que es discriminatorio.  

Manifiesta el recurrente que el mencionado dispositivo establecía una discriminación en razón 

de la edad por lo que constituía una amenaza a su derecho a la igualdad reconocido en la 

Constitución Política del Estado. Señala que en su caso concreto la aplicación de este 

dispositivo iba a implicar que tuviese que dejar el cargo que venía ejerciendo como cónsul 

General del Perú en Hamburgo. Con posterioridad a la presentación de la demanda se expidió la 

Resolución Ministerial Nº 254/RE, del 13 de abril de 2004, mediante la que se dispuso que 

Mario Lon Ruiz-Caro pase a formar parte del Cuadro Especial en el Escalafón del Servicio 

Diplomático del Perú.  

En primera instancia la demanda se declaró infundada en atención a que no se puede pretender 

desconocer la vigencia de las normas que rigen el Servicio Diplomático y solicitar a través del 

Órgano Jurisdiccional una permanencia que por Ley vigente a la fecha está proscrita, lo que no 

significa que se esté vulnerando los derechos constitucionales del actor.  

Apelada la resolución mencionada es elevada a la Tercera Sala Civil de la Corte Superior de 

Justicia de Lima, revocándola  y declarando fundada en parte la demanda y en consecuencia 

inaplicable al actor el ultimo párrafo del artículo 13 de la Ley Nº 28901 y por ende con derecho 

a desempeñar funciones como miembro activo del Servicio diplomático en cualquier 

dependencia de la Cancillería o en el exterior. 

En ejecución de sentencia el Ministerio de Relaciones exteriores dio cumplimiento a la 

sentencia emitida en el proceso de amparo. En ese sentido declaró inaplicable al demandante el 

último párrafo del artículo 13º de la Ley 28901 y dispuso dejar sin efecto la Resolución Nº 

254/RE, del 13 de abril del 200, mediante la que se le pasó al Cuadro Especial en el Escalafón 

del Servicio Diplomático del País.  

Con fecha 18 de diciembre de 2006 don Mario Lovon Ruiz-Caro presentó un pedido de 

represión de actos lesivos homogéneos, en virtud de lo dispuesto en el artículo 60º del Código 

Procesal Constitucional.  



Señaló que el Ministerio de Relaciones Exteriores había expedido la Resolución Ministerial Nº 

3912, de fecha 14 de diciembre de 2006, por medio de la cual puso termino a su nombramiento 

–al interior de la Cancillería- como Director de Tratados. Manifiesta que este cambio, de 

Director General a Director, resulta “discriminatorio y abusivo, sustancialmente homogéneo, 

que sobrevive a declarado lesivo en el proceso de amparo”, por lo que solicita la aplicación del 

artículo 60º del Código Procesal Constitucional y en consecuencia se ordene se le nombre en el 

cargo de acuerdo a su categoría.  

Tanto en primera como en segunda instancia se ha desestimado el pedido del recurrente –

represión de actos homogéneos considerando que de conformidad con el Reglamento de la Ley 

28901, sí cabía nombrar al recurrente como Director de Tratados y que en todo caso si lo que se 

buscaba era cuestionar el artículo 63º del mencionado Reglamento, correspondía dar inicio a un 

nuevo proceso judicial. La Tercera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima 

confirmado la apelada señaló que no resultaban estimables los argumentos del recurrente, “mas 

aun si la sentencia de vista, materia de ejecución, no se ha pronunciado respecto del 

nombramiento del recurrente en un cargo de Director que supuestamente sería inferior al que 

venía desempeñándose y que no correspondería a su categoría de embajador; ni tampoco, si 

existe o no vulneración del artículo 9º de la Ley del Servicio Diplomático y su Reglamento por 

tal designación; es decir, el supuesto nuevo acto violatorio sustancialmente homogéneo no se 

sustenta en la inaplicación del artículo 13º de la Ley 28901, referido a la designación en el cargo 

por razón de la edad, sino por otros motivos distintos; por último, tampoco se determinó si el 

cargo de Director no puede ser asumido por quien ha ejercido el cargo de embajador”.  

Contra dicha resolución el actor interpone el recurso de agravio constitucional, el que es 

declarado improcedente, por lo que interpone el recurso de queja por denegatoria del recurso de 

agravio constitucional.  

Llegado el recurso de agravio a este tribunal es declarado fundado por considerar que el artículo 

60º del Código Procesal Constitucional requiere de importantes precisiones que el Tribunal 

“considera necesario realizar de forma progresiva, conforme se presenten nuevos recursos de 

agravio constitucional relacionados con este tema, en la perspectiva de perfilar el marco 

procesal que sea mas conveniente para que los objetivos de la institución del procedimiento de 

represión de actos lesivos homogéneos se concreten adecuadamente”.  Es en tal sentido que 

llega el recurso de agravio constitucional para que sea resuelto por este colegiado.     

2. Entonces tenemos que la pretensión del demandante por medio de su recurso de agravio 

constitucional es la represión del acto homogéneo lesivo, es decir la inaplicación de la Resolución 

Ministerial Nº 3912, de fecha 14 de diciembre de 2006, por medio del cual se puso termino a su 

nombramiento –al interior de la Cancillería-  como Director General de Derecho de los Peruanos en 

el Exterior  y lo nombró Director de Tratados.  

3. Respecto a la figura de la represión de actos homogéneos señalado en el artículo 60º del Código 

Procesal Constitucional debo señalar que en las STC Ns. 02607-08-PA/TC y 00896-08-PA/TC 

manifesté:  

“Que a partir de esta disposición será preciso determinar cuándo se está ante 

un “acto sustancialmente homogéneo” al declarado lesivo en la sentencia. 

Para tal efecto, se deberá prestar atención a determinados presupuestos, tales 

como la identidad material del acto considerado lesivo en la sentencia y el 

derecho lesionado con el acto sobreviniente. En ese sentido, el acto 

sobreviniente, que puede ser una acción o una omisión, debe tener la misma 



consecuencia gravosa en la esfera subjetiva de la persona, es decir, ocasionar 

la misma situación jurídica del acto lesivo originario.    

  (…) 

Debo señalar que la figura de la sentencia homogénea tiene como finalidad 

que el acto lesivo no se vuelva a producir, garantizando así la eficacia del 

proceso constitucional. Para que este instituto procesal sea aplicado es 

necesario que el mandato del Tribunal Constitucional se haya cumplido y que 

posterior a ese cumplimiento se dé un nuevo acto, homogéneo al que fue 

reprimido. En conclusión el acto homogéneo sobreviene al cumplimiento de 

la resolución de este colegiado, debiendo el agraviado con dicho acto recurrir 

al juez ejecutor solicitando la represión de este nuevo acto, homogéneo al 

sancionado por el tribunal. Tenemos un claro ejemplo de este instituto 

procesal en el Código Procesal Civil-CPC, en el capitulo correspondiente al 

Desalojo, artículo 593º en el que se señala:  

 

“Consentida o ejecutoriada la sentencia que declara fundada la 

demanda, el lanzamiento se ejecutará contra todos los que ocupen 

el predio, aunque no hayan participado en el proceso o no 

aparezcan en el acta de notificación. 

Se entiende efectuado el lanzamiento, sólo cuando se hace entrega 

del bien al demandante en su integridad y totalmente desocupado. 

Si dentro de los dos meses siguientes al lanzamiento se 

acredita que el vencido ha vuelto a ingresar al predio, el 

vencedor puede solicitar un nuevo lanzamiento.” 

En el supuesto regulado en el CPC se evidencia que la resolución que 

ordena el lanzamiento se ejecuta, pero por un acto humano posterior se 

produce la homogeneidad en la vulneración del derecho que ya fue 

restituido por resolución final, por lo que corresponde sólo recurrir al 

juez de la ejecución para señalar que se ha vuelto a vulnerar sus 

derechos con un acto homogéneo al reprimido, debiendo en 

consecuencia el juez ejecutor utilizar los mecanismos respectivos para 

restituir el derecho sin la necesidad de que el agraviado vuelva a iniciar 

otro proceso demandando un nuevo acto homogéneo al que fue 

sancionado por resolución final.”  

 

4.      En el presente caso si bien concuerdo con la sentencia en mayoría considero necesario señalar 

que este colegiado tiene que delimitar su accionar a lo que nos es propio, por lo que considero 

que este tribunal sólo tendrá capacidad para ejecutar resoluciones que fueron  emitidas por el 

Poder Judicial cuando –según el estudio del caso concreto- la vulneración sea manifiesta, puesto 

que lo contrario significaría convertir a este tribunal en ejecutores de resoluciones emitidas por 

el Poder Judicial en procesos constitucionales, lo que sería desnaturalizar las funciones de este 

colegiado. Según lo vertido en la RTC Nº 0201-2007-Q/TC, este colegiado deberá velar no sólo 

por la ejecución de sus resoluciones sino también por la ejecución de las resoluciones emitidas 

por el Poder Judicial, considero que esta intervención se deberá realizar en atención a 

situaciones excepcionales y en base al estudio realizado sobre el caso concreto.  

 

5.      Por tanto teniendo en cuenta que lo que se pretende es que se declare la represión de un acto 

homogéneo que fue sancionado en un proceso de amparo por resolución estimatoria emitida por 



la Sala competente, y no existiendo una vulneración manifiesta considero que este tribunal no 

se encuentra en capacidad de resolver el recurso de agravio traído a esta sede.  

Por estos fundamentos mi voto es porque se declare IMPROCEDENTE el recurso de agravio 

constitucional propuesto.    

S. 

VERGARA GOTELLI 

 

 

 

 

 


